15 PUNTOS BÁSICOS PARA UNA NUEVA LEY DE EDUCACIÓN SUPERIOR
La Federación Nacional de Docentes Universitarios – CONADU – considera que una nueva Ley, que exprese un cambio sustantivo en la orientación de la política pública para el nivel superior de la educación, debe incorporar en su articulado las definiciones y prescripciones sintetizadas en los siguientes puntos:

1) La Ley debe regular el funcionamiento de la totalidad de las instituciones de educación superior de la república argentina; vale decir, que ella debe establecerse como norma general para el conjunto de las instituciones de la educación superior universitaria y no universitaria, tanto públicas como privadas.

2) La Ley debe afirmar claramente que la educación superior es un bien público y un derecho social y, por lo tanto, que garantizarla constituye un deber del Estado.

3) La Ley debe fijar la responsabilidad del Estado Nacional en la construcción, el desarrollo y el sostenimiento de un Sistema Público Nacional de Educación Superior, en el cual las funciones propias del nivel superior se encuentren claramente definidas, y tal que reúna la diversidad y especificidad regional de los proyectos institucionales en una totalidad integrada según los lineamientos comunes de una política pública nacional. 

Ello supone establecer la responsabilidad indelegable del Estado en: 

(a) el financiamiento y la distribución de los recursos necesarios para que las instituciones públicas puedan desarrollar adecuadamente las actividades conducentes al cumplimiento de su función social, y para asegurar la igualdad de condiciones de acceso, permanencia y egreso; 

(b) la evaluación y la acreditación de instituciones y carreras, el diagnóstico de problemas y el seguimiento de las políticas implementadas para su solución; 

(c) la planificación de la expansión del sistema y la resolución de crear nuevas instituciones o carreras, o de incentivar el desarrollo de áreas particulares; 

(d) el establecimiento de mecanismos de articulación entre las instituciones del sector universitario y no universitario.

4) La Ley debe establecer que, en tanto las Universidades son instituciones de carácter público-estatal, la fuente originaria de la legitimidad de su institución, así como de su actividad, reside en la sociedad misma, a cuya voluntad democráticamente constituida y manifiesta ellas deben responder de manera responsable. 

Por ello, la AUTONOMÍA, debe definirse como aquella condición que la Constitución Nacional otorga a las Universidades para que puedan desempeñar adecuadamente su función social, asignándoles la potestad de auto-gobernarse para resolver las cuestiones académicas y administrativas que atañen al desarrollo de sus respectivos proyectos institucionales, y reconociéndoles el derecho a participar en la elaboración de la política nacional para el conjunto del Sistema. 

La Ley debe consignar, consecuentemente, que la Autonomía Universitaria está supeditada al marco legal vigente en la República, y al conjunto de determinaciones de política pública a través de las cuales el Estado procura asegurar el cumplimento de la función social asignada a las Universidades.
5) La Ley debe instituir un ámbito público y representativo para la elaboración de los lineamientos generales de política universitaria. 
En esta instancia – que podrá establecer, a su vez, dispositivos complementarios de consulta con diversos sectores sociales - deben estar representados el Poder Ejecutivo a través del Ministerio de Educación y del Ministerio de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva, el Poder Legislativo (con representantes de ambas Cámaras del Congreso Nacional), y las Universidades (representantes del CIN, y de los sindicatos nacionales de trabajadores docentes y no-docentes, así como de los estudiantes). 

En este ámbito se debatirán y acordarán todas aquellas cuestiones generales que atañen a la elaboración de una política de Estado para las universidades. Por ello, será de su competencia establecer criterios generales para: 

(a) la asignación de recursos presupuestarios ordinarios y de partidas especiales;

(b) la regulación de aquellas actividades que supongan obtención de financiamiento a través de fuentes alternativas al Presupuesto Nacional, 
(c) la evaluación externa de las instituciones y la acreditación de carreras, 

(d) la determinación de condiciones y criterios generales para establecer la gratuidad de algunos posgrados, en razón de su interés público; 

(e) la creación de nuevas instituciones; 

(f) la definición de prioridades para estimular el desarrollo de algunas carreras, áreas y actividades; 

(g) el establecimiento de mecanismos de coordinación entre instituciones; 

(h) la promoción de una política de cooperación e integración de los sistemas de educación superior a nivel regional (especialmente en el MERCOSUR, la UNASUR y la CELAC); 

(i) el desarrollo y seguimiento de programas que aseguren condiciones igualitarias de acceso, permanencia y egreso de los estudiantes; 

(j) el desarrollo de una política de investigación, orientada al desarrollo productivo y a la resolución de problemas sociales nacionales y regionales, y coordinada entre las Universidades y los organismos nacionales de promoción de las actividades del área;

(k) la elaboración de programas para que las Universidades contribuyan al mejoramiento del Sistema Educativo en su conjunto.   

6) De la definición de la educación superior como un bien público y derecho social debe derivarse explícitamente la prohibición de que el estado argentino establezca acuerdos comerciales, o de cualquier otra índole, que supongan considerar a la educación superior como mercancía o bien transable. Esta misma restricción será aplicable a los convenios que pudieran celebrar las instituciones reguladas por esta Ley.  

7) De aquella definición se deriva también, en forma taxativa, el carácter de gratuidad del acceso a la educación superior y de los estudios en las instituciones públicas. 

En el caso de las Universidades, debe establecerse la gratuidad de los estudios de grado. Debe especificarse que no serán admisibles formas de arancelamiento indirecto, y que es deber del Estado proveer el financiamiento y los programas de apoyo necesarios para que las instituciones públicas puedan garantizar efectivamente el acceso y permanencia de los estudiantes, no sólo compensando desigualdades socio-económicas, y desventajas que pudieran derivarse de otras dificultades, sino también proveyendo las condiciones institucionales y de capacitación del personal docente y no docente que resulten adecuadas para favorecer la permanencia de los estudiantes y acompañar sus trayectorias.   
8) La garantía de igualdad de oportunidades de acceso, supone que la Ley establezca el carácter irrestricto del ingreso a los estudios de grado. Esta garantía implica que todo mecanismo de ingreso debe operar como dispositivo de inclusión, en función de democratizar la composición social de la Universidad y asegurar el derecho a la educación superior. Esta garantía debe extenderse a los niveles pre-universitarios.  
La Ley debe señalar la necesidad de que se elabore una política tendiente a asegurar la permanencia y la mejora de los niveles de egreso, a través de la definición de programas que tiendan a proveer a los estudiantes, en el ingreso, las habilidades y conocimientos mínimos necesarios para lograr un adecuado desempeño, compensar desigualdades en la formación básica, y evitar el abandono de los estudios causado por estas dificultades. Debe afirmar, además, la responsabilidad del Estado, las instituciones y sus integrantes, en la satisfacción del derecho a la educación superior, promoviendo la adecuación de las condiciones institucionales al cumplimiento de esta finalidad. En este sentido, debe propender a una jerarquización de la función docente y a un adecuado reconocimiento del valor de la enseñanza, especialmente en el nivel del grado.  
9) Debe estipularse que las universidades estarán, en cuanto al empleo de sus recursos financieros, sometidas al control de la Auditoría General de la Nación, y que ellas tendrán la obligación de presentar periódicamente sus balances, mediante mecanismos que aseguren la plena publicidad del uso de los fondos, tanto de aquellos que proceden de partidas presupuestarias regulares, como de los que se obtengan a través de otras vías. Los convenios que supongan obtención de recursos financieros a través de fuentes alternativas al Presupuesto Nacional, deberán ser sometidas a la aceptación y contralor de los órganos colegiados de gobierno de las instituciones. Los recursos así obtenidos deberán constar claramente en los balances periódicos sujetos a escrutinio público.  
10)  La Ley debe establecer requisitos mínimos comunes para el co-gobierno de las universidades, tendientes a favorecer la democratización del proceso político y del funcionamiento de las instituciones. Debe introducir el mecanismo de la elección directa y ponderada de las autoridades unipersonales, la integración de un claustro único docente, el reconocimiento del derecho a elegir y ser elegido como miembro del gobierno de las instituciones para aquellos docentes que se desempeñen con carácter de interinos con al menos dos años de antigüedad en sus cargos, y la inclusión de los trabajadores no-docentes (o personal de apoyo) con voz y voto en los cuerpos colegiados.  
11)  Con respecto a las condiciones para el trabajo docente en las Universidades Nacionales, la Ley debe establecer: 

(a) que el concurso público de oposición y antecedentes es el mecanismo para el ingreso efectivo a la docencia universitaria, disponiendo la obligación de llamar al concurso correspondiente, en un plazo razonable determinado, para aquellos cargos que hubieran sido cubiertos de manera interina por razones excepcionales. 

(b) Que los Estatutos de las instituciones deberán definir un régimen de Carrera Docente, como garantía de estabilidad para el ejercicio de la tarea docente en el nivel universitario. 

(c) La gratuidad de la formación de posgrado disponible en las universidades nacionales, para los docentes de las instituciones públicas de educación. 
(d) La eliminación de todas las formas de precarización laboral en las instituciones (públicas y privadas) de educación superior, y la expresa prohibición de la designación de docentes ad-honorem en las Universidades.  

(e) La garantía del derecho a la libre sindicalización, el reconocimiento de los derechos constitucionales de los trabajadores y la obligación, para las Universidades Nacionales, de respetar el derecho laboral establecido en el territorio nacional. 

(f) El derecho de trabajadoras y trabajadores docentes a negociar colectivamente sus condiciones de trabajo, y a contar con un Convenio Colectivo de Trabajo que regule la actividad en todas las instituciones del territorio nacional.  
(f) Finalmente, debe establecerse expresamente, para las Universidades Nacionales, la centralización de la responsabilidad patronal en el Estado Nacional, con la inmediata consecuencia de la igualación de las condiciones salariales y laborales que se determinen en el Convenio Colectivo de Trabajo del sector, así como en las paritarias nacionales. 
12) La Ley debe establecer el marco general para el desarrollo de una política de investigación en las Universidades Nacionales, cuyo contenido – que debe integrarse en la orientación de las actividades de extensión y de docencia - debe ser precisado en el ámbito representativo de definición de política universitaria, y debe implicar la estrecha colaboración y coordinación entre las Universidades y los Ministerios de Educación y de Ciencia, Tecnología e Innovación Productiva. Una política integral de estas características debe contar con financiamiento adecuado, estar claramente orientada a la atención de las necesidades sociales que se definan como prioritarias, fortalecer el desarrollo de  programas de estudio y de investigación en el nivel básico en función de objetivos de largo plazo, y promover prácticas académicas acordes con esta finalidad. La Ley facultará al ámbito de definición de política universitaria, para someter a revisión - y modificar, suprimir o sustituir - los programas especiales actualmente vigentes. Se determinará, asimismo, que todas las dependencias del Estado recurrirán naturalmente y en primera instancia a las Universidades Nacionales, cuando requieran tareas de consultoría, asesoramiento, o asistencia técnica.   
13)  La Ley debe establecer la composición y competencias de un organismo responsable de efectuar la acreditación de carreras, y la evaluación de instituciones, proyectos y programas. Debe fortalecer el carácter público e integral de la tarea evaluadora, definiendo la vinculación orgánica de esta instancia con el ámbito público de definición de política universitaria, al cual compete establecer y revisar periódicamente los criterios y mecanismos que se emplearán en el desarrollo de los procesos pertinentes, y estableciendo la obligación de asegurar la plena publicidad de los resultados. La composición del organismo evaluador debe replicar, en el nivel de su conducción, el carácter representativo del ámbito de definición de política universitaria.   

14) La Ley debe establecer que es competencia del Estado Nacional, y de los organismos constituidos por esta norma, determinar las condiciones que deberán cumplir las instituciones privadas, para que su actividad sea reconocida, y para que sus carreras y títulos reciban acreditación y habilitación.  Asimismo, debe consignarse que el Estado no financiará de ningún modo la actividad privada en el nivel superior de la educación. 

15) La Ley debe establecer con claridad que no podrán ejercer la docencia ni desempeñarse como autoridades, o cumplir funciones de responsabilidad pública en las instancias que componen el nivel superior de la educación, ni en las instituciones que lo integran, aquellas personas que hayan sido condenadas, se encuentren procesadas, o sobre las cuales recaigan denuncias fundadas, por violaciones a los derechos humanos. 
